STC 194/2004: INCONSTITUCIONALIDAD DEL MODELO DE GESTION DE LOS PARQUES NACIONALES IMPLANTADO POR LA LEY 41/1997.
· En la STC 102/1995 el TC atribuyó el carácter básico de la declaración de Parque Nacional

· Supuestos en los que el Sistema de Gestión Conjunta resulta conforme con el sistema de distribución competencial:

a) Si pudiera reputarse de básico de acuerdo con la doctrina expuesta en STC 102/1995, FJ 8º, o alternativamente,

b) Si respondiera a las potestades de coordinación del Estado o al principio de cooperación entre Administraciones Públicas

· Requisitos de canon de constitucionalidad de la normativa básica STC 109/2003, FJ 4º

· Parques intracomunitarios: 
· El sistema de gestión conjunta carece de carácter básico, toda vez que ni se trata de actuaciones puntuales y concretas, ni posee carácter excepcional, sino que más bien determina una intervención genérica u horizontal que se proyecta sobre toda la función gestora, intervención para la que el Estado no está habilitado constitucionalmente.
· El sistema de gestión conjunta no se compadece desde la perspectiva constitucional con las potestades de coordinación del Estado en relación con dichos Parques. A través de la potestad coordinadora el Estado no puede atribuirse competencias de gestión de las que carece.

· La gestión de los parques no responde en términos constitucionales a las exigencias del principio de cooperación, toda vez que el requisito de la voluntariedad no se satisface, puesto que la gestión conjunta la impone el precepto, que se ven obligadas a ejercitarlas conjuntamente con el Estado, que interviene en un ámbito en el que no ostenta competencias.
· El principio de cooperación exige como requisito la voluntariedad de las partes, de manera que no puede ser impuesta por vía normativa. 

· Como conclusión: la regulación que establece respecto de la Comisión Mixta de gestión invade las competencias propias de las CCAA en relación con los parques nacionales.

· Patronato: La necesaria existencia del Patronato y la determinación de que entre sus integrantes se encuentren representantes del Estado y de las CCAA, así como de otras asociaciones y organizaciones con interés en el Parque no vulnera competencias autonómicas, por lo que no resulta inconstitucional, dado que el Patronato carece de facultades decisorias.

c) Tampoco invade competencias autonómicas la previsión legal en la que se establece una representación estatal y autonómica paritaria. “La paridad subviene a la necesidad de que en estos órganos consultivos quede asegurada una presencia relevante de la Administración del Estado. La representación paritaria del Estado hacer llegar a las CCAA con suficiente grado de intensidad los criterios del Estado que atiendan a la aplicación efectiva y homogénea de la normativa básica y ello sin interferir en la gestión autonómica ni atraer hacia él medidas aplicativas que no son de su competencia.

d) Sí son declarados inconstitucionales, sin embargo, las previsiones normativas que regulaban la organización interna de los Patronatos, por entender que invade la competencia de las CCAA. La organización es una competencia adjetiva de la material, por lo que corresponde a quien es competente en la materia.

e) En aplicación de la anterior doctrina, declara inconstitucional la atribución al patronato de la potestad para “aprobar Planes Sectoriales”, así como la de “establecer criterios de prioridad” en “los proyectos de actuación a realizar en el área de influencia socioeconómica”, precisamente por su falta de capacidad decisoria. 
f)  El ejecutivo carece de competencia para desarrollar reglamentariamente prescripciones relativas a órganos administrativos encargados directamente de la gestión de los Parques Nacionales o de la participación de dicha gestión

· Directores-conservadores: Declara inconstitucionales los preceptos dedicados a su regulación, por entender que se trataba de la regulación de un órgano que está directamente relacionado con la gestión del mismo. 

· El Estado carece de competencias para desarrollar reglamentariamente prescripciones relativas a los órganos administrativos encargados directamente de la gestión de los Parques Nacionales o de la participación de dicha gestión.

· Parques intraautonómicos: 
· La supraterritorialidad no configura título competencial alguno en materia de espacios naturales (STC 329/1993 y 102/1995, FJ 19).
· La supraterritorialidad puede permitir atribuir al Estado funciones ejecutivas cuando la actividad pública que sobre él se ejerza no sea susceptible de fraccionamiento, y aun en este caso, cuando no quepan medidas de cooperación y coordinación, sino que requieran un grado de homogeneidad que sólo pueda garantizar su atribución a un solo titular, que forzosamente deba ser el Estado o cuando sea necesario recurrir a un ente con capacidad de integrar intereses contrapuestos de varias CCAA

· La gestión centralizada sólo puede justificarse para aquellos casos concretos y excepcionales en los que la intervención separada de las CCAA no evitara el fraccionamiento de las medidas y la consiguiente quiebra de la normativa básica.
· El Estado debió simplemente, con sustento en las facultades de coordinación del Estado, instrumentar mecanismos que permitieran a las CCAA afectadas realizar la gestión del Parque en sus respectivos territorios, integrando su actividad del modo que resulte más adecuado, sin que este tribunal le corresponda señalar ni el alcance ni la intensidad de los mecanismos que deben ponerse en marcha al efecto. 

· Así declara inconstitucional todo aquello que no se limita al ejercicio de la aludida coordinación y atribuye al estado la gestión ordinaria, aún en cogestión, del Parque.
· Patronato: Representación paritaria del Estado y el conjunto de las CCAA: La declara constitucional, siempre y cuando las funciones atribuidas al patronato sean de carácter deliberante y consultivo. “El interés que asiste al Estado en colaborar en la gestión de los Parques Nacionales justifica su paridad en la representación del conjunto de las CCAA por cuyo territorio se extienden el Parque, pues permite hacer llegar a éstas, con suficiente grado de intensidad, los criterios del Estado que atiendan a la aplicación efectiva y homogénea de la normativa básica y ello sin interferir en la gestión autonómica ni atraer hacia él medidas aplicativas que no son de su competencia”.
· Directores-conservadores: (FJ 17) Declara básico el precepto que determina que los Directores-conservadores formarán parte de los Patronatos. Declara, sin embargo, inconstitucional que sea nombrado por el Estado. “El Estado carece de competencia para intervenir en el ámbito de la función ejecutiva, de competencia autonómica, para designar el titular de un órgano que realiza un papel relevante en la gestión y administración del Parque Nacional”. La dimensión supracomunitaria no le atribuye al Estado competencia adicional alguna, salvo propiciar mecanismos de coordinación y cooperación con las CCAA implicadas para que se instrumente la oportuna designación.
· Así declara inconstitucional la obligación de suscribir convenios de colaboración para la creación de entidades mixtas de gestión en el caso de Parques supracomunitarios, es decir, imponer la creación de consorcios para la administración y conservación de los parques. “…la idea de voluntariedad, insita en el precepto, constituye una idea esencial del principio de cooperación que, a su vez, se configura como un pilar esencial del Estado Autonómico, siempre que se materialice respetando el orden constitucional y estatutario de distribución de competencias, sin poderlo alterar (FJ 17) (STC 13/1992, FFJJ 7 y 10) 
· Instrumentos de planificación del espacio físico de los Parques Nacionales: 
a) Plan Director de la red de Parques Nacionales: 

· Figura de nuevo cuño, introducida por la Ley 41/1997

· Se configura como el más elevado instrumento de planificación de todos los Parques Nacionales existentes en el Estado.

·  El Plan Director de la Red de Parques Nacionales tiene carácter básico, por su “finalidad conservacionista de primera magnitud”. Sus disposiciones tienen el carácter de directrices a las que deben ajustarse los Planes de Ordenación de los recursos naturales de las CCAA

b) Plan Rector de Uso y Gestión: La aprobación de los Planes Rectores de Uso y Gestión de los Parques, tanto los intracomunitarios como supracomunitarios, son competencia de las CCAA, cada una respecto a la parte que se encuentre dentro de su ámbito territorial, sin perjuicio de coordinarse con las otras CCAA, para lo que el Estado deberá articular procedimientos de coordinación y cooperación entre ellas.
· Financiación de la gestión ordinaria y habitual de los Parques Nacionales: (FJ 22) Tampoco cabe imponer con carácter básico la cofinanciación de los parques supraterritoriales, ni la fijación de un plazo para convenir la misma.
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